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Resumen

El objetivo del artículo es analizar la incidencia de las estrategias relacionales del Estado provincial y los empre-
sarios en la configuración de un nuevo sector industrial, a través del estudio del caso del sector de Software y 
Servicios Informáticos de Córdoba, Argentina, a partir del año 2000. La estrategia metodológica es cualitativa y 
consiste en una reconstrucción histórica del proceso de desarrollo sectorial en torno a la instalación de la cues-
tión, el armado de las políticas públicas relevantes y el posterior desempeño económico sectorial, empleando 
las técnicas de análisis bibliográfico y documental, y entrevistas a informantes clave. Los principales resultados 
muestran que la articulación entre intervenciones estatales de calidad y una acción empresaria local orientada 
al crecimiento sectorial, con altos grados de enraizamiento y reciprocidad, favorecieron el creciente dinamis-
mo del sector analizado durante los años 2000.

Palabras clave: Estado; empresarios; industria local; Córdoba, Argentina.

Abstract 

The objective of the article is to analyze the incidence of relational strategies of the provincial State and Busi-
nessmen in the configuration of a new industrial sector, through the study of case of Software and IT Services 
sector of Cordoba - Argentina since the year 2000.  The methodological strategy is qualitative and consists in a 
historical reconstruction of the sectoral development process around the installation of the issue, the setting 
of the relevant public policies and the subsequent sectorial economic performance, using bibliographic and 
documentary analysis techniques and interviews with key informants.  The main results show that the articula-
tion between high quality state interventions and local business action-oriented to sectoral growth, with high 
degrees of embededdness and reciprocity, favored the growing dynamism of the sector under analysis during 
the 2000s.

Keywords: State; Businessmen; Relational Strategies; New Local Industrial Sectors.
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1. Introducción 

El sector de SSI3 de Córdoba, Argentina, creció 
de manera acelerada y sostenida a partir del año 
2001. En el proceso de desarrollo sectorial, dos 
actores fueron claramente protagónicos de las 
articulaciones público-privadas más estrechas y 
así, del derrotero sectorial: el Estado provincial 
y los empresarios del subsector de las PyMEs 
locales a través de su entidad representativa, el 
Cluster Córdoba Technology.

En este artículo se analizará, específicamente:

1. La calidad de la intervención del Estado sub-
nacional en el sector de Software y Servicios 
Informáticos (SSI) de la ciudad de Córdoba.

2. La orientación de la acción económica e ins-
titucional de los empresarios del sector.

3. Las articulaciones público-privadas establecidas 
entre el Estado sub-nacional y los empresarios.

4. El desempeño económico de las empresas.

Nos concentraremos en la etapa inicial (2000-
2006) que va de la radicación de las primeras em-
presas multinacionales al crecimiento generaliza-
do de las PyMEs durante el primer lustro de la pos 
convertibilidad, en torno a los que consideramos 
los tres rasgos constitutivos del proceso analiza-
do: la constitución de los actores protagónicos del 
sector, las disputas por los recursos del Estado y 
las tensiones en la articulación público-privada 
características de este periodo inaugural. La deli-
mitación temporal del problema comprende en-
tonces, en términos generales, los siguientes acon-
tecimientos y fenómenos característicos: 

L  La instalación de la cuestión de la promo-
ción del sector hacia el año 2000, en torno al 
anuncio de radicación local de la multinacio-
nal Motorola.

L  La intensificación de las articulaciones públi-
co-privadas a partir de allí.

3 Software y Servicios Informáticos.

L  El crecimiento cuantitativo y cualitativo dife-
rencial que el sector comenzó a mostrar con 
posterioridad a estos acontecimientos.

Para analizar este proceso nos interesa explorar 
el valor de uso de dos perspectivas teóricas 
que comprenden las relaciones entre los 
actores como claves de lectura de la dinámica 
socioeconómica. Por una parte, la Nueva 
Sociología del Desarrollo a nivel global (Evans, 
Rueschemeyer y Skocpol, 1985; Evans, 1995, 
1996; Amsden, 1992; Schneider y Wolfson, 1999; 
Chibber, 2003; Sikkink, 1993) y autores locales 
que se hacen eco de esta perspectiva (Borrastero, 
2011; Castellani, 2006; Castellani y Borrastero, 
2013; Castellani y Llanpart, 2012; Castellani y 
Serrani, 2010; Rougier, 2011) proponen como 
clave de comprensión del desarrollo la calidad 
de las instituciones estatales y las formas de 
articulación con los actores privados. Por otra 
parte, en una ampliación del marco analítico, el 
Enfoque Estratégico Relacional de Jessop (2007; 
2014), desde el cual el autor propone analizar 
la acción y el poder del Estado y las distintas 
fuerzas sociales en su relación constitutiva 
con otros órdenes institucionales y prácticas 
sociales, resulta aquí de particular utilidad. 

Para el abordaje del problema de estudio parti-
mos de la siguiente hipótesis: la articulación en-
tre intervenciones estatales de calidad y un com-
portamiento del empresariado local orientado 
hacia los objetivos de crecimiento sectorial, con 
altos grados de enraizamiento y reciprocidad en 
el vínculo Estado-PyMEs, habilitaron el crecien-
te dinamismo del sector durante los años 2000. 

Para la reconstrucción histórica del caso de-
sarrollaremos una estrategia metodológica 
cualitativa, basada en las técnicas de análisis 
bibliográfico, análisis documental y entrevis-
tas semi-estructuradas a informantes clave. 
Nuestras fuentes de información principales 
consisten en estudios académicos y técnicos, 
documentos oficiales, prensa y referentes de las 
áreas del gobierno, las empresas y la academia 
vinculados al sector. 

El texto se organiza del siguiente modo. En el 
capítulo 2 desarrollamos el marco conceptual y 
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metodológico del análisis. En el capítulo 3 rea-
lizamos una reconstrucción histórica del pro-
ceso de crecimiento sectorial. En el capítulo 4 
presentamos los resultados del análisis empí-
rico y, por último, en el capítulo 5 ofrecemos 
algunos comentarios finales sobre el tema de 
análisis. 

2. Acción empresaria, 
intervención estatal y estrategias 
relacionales en la construcción 
de políticas públicas y la 
dinámica económica

2.1. La naturaleza, acción y poder 
del Estado desde el enfoque 
estratégico relacional de Bob Jessop
Para analizar la acción estatal en términos com-
prensivos resulta necesaria una concepción 
relacional de la naturaleza del Estado, que ha-
bilite interpretar las intervenciones estatales y 
sus consecuencias tomando en consideración 
el complejo campo de relaciones sociales que 
las configuran como tales. Una concepción del 
Estado que incorpore las acciones que desarro-
lla y las condiciones que contribuyen a generar 
otros actores sociales que se vinculan con él, in-
cidiendo sustantivamente en la naturaleza y ca-
racterísticas de las intervenciones estatales. De 
esta manera, será posible trascender las visiones 
estado-céntricas o mercado-céntricas que carac-
terizan buena parte de las perspectivas econó-
micas y sociológicas más ortodoxas y, al mismo 
tiempo, permitirá evitar sustraer al Estado su 
indudable especificidad y relevancia en la confi-
guración de las relaciones sociales, más allá del 
tipo de intervenciones específicas que se le atri-
buyan. En suma, partir de una comprensión del 
Estado como un actor cuya forma, apariencia y 
tipo de intervención varían, no en función de 
una naturaleza esencial sino de las actividades 
que realiza, la escala a la que opera, las fuerzas 
políticas  y sociales que interactúan con él y las 
circunstancias en las que aquél y estas últimas 
tienen lugar (Jessop, 2014). Como afirma Jessop: 
“se registran intentos continuos de rediseñar la 

arquitectura institucional del estado y sus mo-
dos de trabajo para así mejorar sus capacidades 
para alcanzar determinados objetivos políticos” 
(Jessop, 2014, p. 23).

Teniendo en cuenta estas consideraciones, el 
enfoque estratégico relacional (EER) de Jessop 
sobre el Estado y el poder del Estado se mues-
tra relevante y útil como marco general para 
los propósitos de este trabajo. Desde dicho en-
foque, el aparato y las prácticas del Estado se 
definen en interdependencia con otros órdenes 
institucionales y prácticas sociales. Esto signi-
fica que, si bien existen límites material y ana-
líticamente demarcables entre el Estado como 
conjunto institucional y otros órdenes y ámbi-
tos de la vida social, el Estado es un efecto de 
procesos específicos de organización social que 
tienden precisamente a producir y reproducir 
dicha demarcación, y que pueden cambiar con 
el tiempo. Uno de los elementos más relevantes 
en este sentido es el esfuerzo realizado por los 
propios gestores estatales para mantener la in-
tegración institucional y la cohesión social den-
tro de los límites territoriales del Estado, para 
lo cual estos agentes tienen especialmente en 
cuenta los códigos, programas y actividades de 
otros sistemas (Jessop, 2014). Ello significa que 
tal coherencia estructural no está garantizada, 
ni siquiera al interior del propio Estado.

Para el autor, aunque las acciones del Estado se 
concentren en su núcleo, dependen de un am-
plio espectro de prácticas micropolíticas social-
mente diseminadas, que limitan la coherencia 
en la medida en que esta depende de los efec-
tos de determinadas contradicciones y líneas de 
conflicto (Jessop, 1990). 

Con base en esta identidad genérica, afirma el 
autor, se conforma un núcleo del aparato estatal 
que consiste en un conjunto distintivo de insti-
tuciones y organizaciones con la función gene-
ral de definir y garantizar el cumplimiento de 
las decisiones colectivas de una población dada, 
en nombre de su interés común (Jessop. 2014, p. 
25).

Para sustentar una concepción del Estado como 
la que proponemos usar aquí, y comprender 
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más acabadamente la dinámica de las capacida-
des de este actor, es necesario asumir también 
una posición teórica definida en relación con la 
naturaleza y características del poder del Esta-
do. En efecto, los conceptos de poder y capaci-
dad suelen estar íntimamente relacionados en 
la tradición de pensamiento sobre el poder, y en 
particular sobre el poder del Estado. El enfoque 
estratégico relacional de Jessop se concentra en 
el poder como capacidad (más que en la actua-
lización de dicha capacidad). Concibe el poder 
como la “capacidad de una determinada fuerza 
para producir un evento que de lo contrario no 
ocurriría” (Jessop, 2014, p. 27). Según el autor, 
“dicha capacidad es inherentemente relacional 
porque depende de la correspondencia recípro-
ca entre capacidades y vulnerabilidades - las 
capacidades de la fuerza causal, las vulnerabili-
dades de aquel sobre el cual tal fuerza opera” 
(Jessop, 2014, p. 27).

De esta visión sobre el poder estatal rescatamos, 
en primer lugar, la consideración de las 
vulnerabilidades del Estado como uno de los 
elementos que contribuyen a la superación de las 
carencias de las teorías del desarrollo. Para Jessop, 
tanto los recursos y poderes que sustentan su 
autonomía relativa, como sus vulnerabilidades, 
son propios y distintivos del Estado. Dichas 
vulnerabilidades se asocian principalmente 
al hecho de que las intervenciones estatales 
dependen de recursos generados en otros ámbitos 
sociales. Del mismo modo, los poderes o las 
capacidades estructurales del Estado dependen 
de diversas capacidades y vulnerabilidades de 
las fuerzas sociales que desbordan su aparato 
jurídico-político. Tanto las capacidades como las 
vulnerabilidades están inscriptas, según Jessop, 
en las estructuras sociales, pueden perdurar 
en el tiempo y pueden tornarse recíprocas 
o asimétricas. Es decir, asumen un carácter 
relacional. Por lo tanto, al analizar el poder no 
es suficiente concentrarse en las propiedades 
de agentes individuales considerados en forma 
aislada, ni presuponer como lógica de acción 
general la imposición unilateral de la voluntad 
de alguno de los actores en juego (Jessop, 2014). El 
poder relativo y los cambios en las capacidades/
vulnerabilidades de cada actor dependen del 
balance de fuerzas entre ellos. Al mismo tiempo, 

el autor afirma que mientras más aumenta la 
intervención estatal, el poder del Estado está 
más subordinado o vinculado con las fuerzas 
externas (Jessop, 1990).

No obstante, además de las capacidades/vulne-
rabilidades estructurales, este enfoque admite 
como otro de sus elementos fundamentales 
“una medida de autorreflexión” (Jessop, 2014, p. 
30) posible de los agentes acerca de las identi-
dades e intereses que orientan su accionar. De 
allí el componente estratégico, que rescatamos 
en segundo lugar. Ello implica considerar a los 
agentes como capaces de aprender de su ex-
periencia, adaptarse a contextos específicos y 
producir transformaciones. De manera que el 
enfoque admite así también la posibilidad de 
crear conocimientos y reformular estrategias, 
siempre en un contexto determinado de opor-
tunidades y limitaciones. Dichas creaciones y 
reformulaciones se dan, a su vez, en el marco 
del “horizonte cognitivo de posibilidades de los 
actores relevantes” (Hyoung Ji y Kytir, 2014). Los 
agentes actúan selectivamente según sus co-
nocimientos, experiencias y capacidad intelec-
tual; por lo tanto –al interior del conjunto de 
acciones potenciales que no se materializan– se 
encontrarán algunas que nunca se intentarán 
siquiera porque se encuentran más allá de este 
horizonte. Un cambio en la “selectividad cogni-
tiva” (Hyoung Ji y Kytir, 2014) de los actores, pro-
ducido a través del aprendizaje derivado de la 
implementación de políticas, por ejemplo, pue-
de abrir nuevas posibilidades de acción. 

Al mismo tiempo, a la par de las limitaciones 
estructurales, es necesario registrar las oportu-
nidades coyunturales que dan lugar al conjunto 
de acciones efectivamente realizadas. 

En tercer lugar, es necesario considerar también 
los efectos de las acciones que caen fuera del 
control y aún del conocimiento de los actores 
una vez que se ponen en marcha.

En cuarto lugar, rescatamos de la visión de Jessop 
la necesidad de considerar que no es el Estado el 
que actúa, sino grupos específicos de políticos 
y funcionarios estatales al interior de espacios 
específicos del aparato estatal. Son estos los que 
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“activan” los poderes y capacidades del Estado 
desde dentro de las instituciones (Jessop, 
2014, p. 34). Para hacerlo, tienen en cuenta el 
equilibrio de fuerzas vigente dentro y fuera del 
Estado y su probable proyección hacia el futuro. 
Junto a este elemento es necesario considerar 
también que las condiciones no reconocidas en 
sus diagnósticos inciden en el éxito o fracaso 
de sus acciones, y que siempre existen efectos 
no predecibles más allá de la adecuación de los 
diagnósticos.

Por último, es preciso contemplar las estrate-
gias políticas en el marco de las cuales se desen-
vuelve la acción de los agentes estatales (Jessop, 
2014). Si bien dicha acción tiene un carácter par-
cialmente fragmentario o no necesariamente 
homogéneo, remite siempre a algún tipo de es-
trategia política concebida al interior de la uni-
dad institucional. Dicha estrategia será por de-
finición selectiva y privilegiará a determinados 
actores más que a otros (por ejemplo, a los de un 
sector económico particular), identidades, estra-
tegias del resto de las fuerzas sociales y demás 
prioridades, considerando a su vez su propio 
impacto en las estrategias y capacidades de las 
fuerzas que entran en una vinculación específi-
ca con el Estado en una situación determinada. 

2.2. Las contribuciones de la Nueva 
Sociología del Desarrollo al análisis 
de la intervención estatal, la acción 
empresaria y las articulaciones 
público-privadas
Al interior de la Nueva Sociología del Desarrollo 
(NSD), consideramos que las líneas de investi-
gación específicamente centradas en la relación 
entre el Estado y los empresarios contribuyen 
de manera sustantiva a comprender en términos 
socioeconómicos y relacionales la participación 
de los actores protagónicos de los procesos de 
desarrollo sectorial. 

La intervención estatal (IE) constituye una va-
riable fundamental para comprender los proce-
sos de desarrollo, y en particular la evolución 
de una estructura productiva cuya orientación 
ha sido especialmente configurada por la acción 

del Estado (como ocurre no frecuente pero habi-
tualmente en las economías en desarrollo). 

Definimos aquí la IE como el conjunto de accio-
nes del Estado, identificables en un marco tempo-
ral determinado, que dan cuenta de sus funciones 
regulatorias y productivas. Según su ámbito de 
incidencia, se tratará de intervenciones económi-
cas o político-institucionales. Las intervenciones 
económicas (IEE) son las acciones regulatorias del 
mercado y las acciones del Estado como agente 
económico (como productor y demandante de 
bienes y servicios, y/o como financiador directo o 
indirecto de la actividad de los agentes privados) 
(Castellani, 2010). En particular, esta clase de inter-
venciones definen el tipo y la orientación de las 
transferencias de recursos públicos hacia el capi-
tal (Castellani, 2006). Por su parte, las intervencio-
nes político-institucionales (IPI) son las acciones 
del Estado destinadas a crear y/o modificar arre-
glos institucionales específicos para la definición 
e implementación de políticas públicas. A partir 
de estas categorías es posible abordar tanto las 
IE dirigidas a establecer las formas de asignación 
de los recursos económicos como las orientadas 
a instituir transformaciones en los mecanismos 
de toma de decisiones (Borrastero, 2011). Asumi-
mos que dichas intervenciones afectan directa e 
indirectamente la actividad económica y la acción 
política de los agentes privados. 

La calidad de la IE constituye una dimensión 
analítica fundamental de los procesos de 
desarrollo. La experiencia histórica del siglo 
XX muestra que no es suficiente con realizar 
intervenciones sino que éstas deben ser 
autónomas y eficientes para generar procesos 
de desarrollo sostenidos: ello da cuenta de su 
calidad (Castellani y Llanpart, 2012). Siguiendo a 
los autores de la NSD, la calidad de la intervención 
estatal se define en dos dimensiones: una 
dimensión interna relativa a las capacidades del 
aparato estatal para realizar las intervenciones, y 
una dimensión externa que remite a las relaciones 
del Estado con el entorno socioeconómico (tanto 
a la capacidad estatal para inducir cambios en la 
conducta de los actores sociales o evitar bloqueos 
a las intervenciones, como a la capacidad de 
articular intereses con los actores y garantizar su 
adecuada implementación). 
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L  La dimensión interna implica: a) el desarro-
llo de las capacidades administrativas (cohe-
rencia y cohesión de las agencias estatales 
involucradas); b) los recursos financieros, 
organizacionales y técnicos con que cuenta 
el Estado para realizar las intervenciones; c) 
la racionalidad estratégica (orientada a una 
finalidad común) que el Estado necesita des-
plegar para incidir en el desarrollo de ámbi-
tos de actividad específicos. 

L  La dimensión externa involucra: a) el gra-
do de autonomía del aparato estatal para 
la toma de decisiones estratégicas que ine-
vitablemente entrañan beneficios para de-
terminados sectores económicos y sociales, 
y perjuicios para otros; b) el nivel de enrai-
zamiento en la estructura social/productiva 
que permite la connivencia necesaria con 
los actores protagonistas de los sectores eco-
nómicos en cuestión; c) el grado de recipro-
cidad alcanzado en el cumplimiento de los 
objetivos y condiciones surgidas del tipo de 
articulación público-privada generada, que 
involucra también la capacidad de disciplina-
miento de los actores económicos por parte 
del Estado en pos de la consecución de los 
objetivos del desarrollo (Amsden, 1992). 

Hasta aquí enfocamos la mirada en el polo del 
Estado para proponer herramientas de análisis 
de los vínculos Estado-empresarios en los pro-
cesos de desarrollo sectorial. Nos concentra-
remos ahora en el otro polo de la relación, en 
particular, en los patrones organizativos que los 
sectores empresariales establecen para interac-
tuar con el aparato estatal, el tipo de acciones 
que realizan y su incidencia en la conformación 
y orientación del aparato estatal (Castellani y 
Llanpart, 2012). 

Emplearemos el concepto de acción empresaria 
para referirnos a un tipo particular de acción 
social por la cual un conjunto de actores capi-
talistas se organizan en torno a objetivos deter-
minados y desarrollan diversas prácticas de arti-
culación con el Estado u otros actores sociales 
para conseguirlos (Castellani y Llanpart, 2012). 
Dicha acción involucra también dos dimensio-
nes, una económica y otra política. La primera 

remite al conjunto de prácticas y decisiones 
microeconómicas de los empresarios (como 
el nivel de producción e inversión, la política 
de contrataciones, la fijación de precios, entre 
otras) decisivas para el funcionamiento del mo-
delo de acumulación. Por su parte, la dimensión 
política de la acción empresaria se define en 
función de las prácticas orientadas a articular 
intereses y políticas con el sector público y con 
otros actores sociales. En este plano, son ac-
ciones empresarias tanto la instalación de de-
mandas hacia el Estado como las estrategias de 
participación y/o influencia en la formulación/
implementación de políticas públicas. 

La acción empresaria, a su vez, puede ser de tipo 
corporativo o individual. En términos genera-
les, la acción colectiva producida por este tipo 
de actores se canaliza a través de sus organiza-
ciones representativas (Dossi y Lissin, 2010). 

Tirado (2006) explica en forma estilizada que los 
capitalistas pueden recurrir a cuatro vías princi-
pales para acceder al Estado y satisfacer sus de-
mandas: a) acudir directamente al Gobierno o al 
Parlamento para plantearlas; b) vincularse con 
partidos políticos para lograr que defiendan sus 
intereses o al menos no interfieran con ellos; 
c) actuar dentro de sus propias organizaciones 
representativas para generalizar sus intereses y 
concretarlos desde allí; d) comparecer directa-
mente ante la opinión pública para incidir sobre 
ella en la defensa de sus intereses y demandas.

Si bien hablamos en términos generales de 
una acción coordinada en función de intereses 
determinados, es necesario considerar –con 
Beltrán (2012)–, que los procesos de agregación 
de intereses no son automáticos, sino que la 
heterogeneidad del empresariado hace que la 
definición de los objetivos políticos emerja del 
acuerdo entre partes con intereses a menudo 
divergentes. De manera que las acciones 
políticas muchas veces dan cuenta de posiciones 
que resultan del debate político y el cálculo 
estratégico y no de la posición de los empresarios. 

En esta misma dirección, Evans (1995) postula 
que tampoco las capacidades del empresariado 
para desplegar estrategias planificadas y con-
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cretar objetivos deben ser consideradas como 
elementos dados. Por el contrario, estas son 
maleables y pueden constituir un producto de 
los roles asumidos por el Estado en la orienta-
ción de la economía. Por su parte, Schneider y 
Wolfson (1999) recuerdan que la acción colecti-
va de las empresas y asociaciones empresarias 
normalmente depende de acciones previas del 
Estado que promovieron o desalentaron diver-
sas formas de organización. Ello a contramano 
de las perspectivas neoliberales que entienden 
el poder del empresariado como independiente 
de la acción estatal.

Ahora bien, es preciso recordar que los empresa-
rios detentan innegablemente una posición pri-
vilegiada en la estructura social respecto a los 
demás grupos o clases. Si bien esta posición pri-
vilegiada no es equivalente a una determinación 
estructural sobre las acciones del Estado, las de-
cisiones y comportamientos empresarios inci-
den fuertemente sobre el grado de estabilidad o 
inestabilidad de las variables macroeconómicas 
que el Estado debe manejar. Ello otorga a este 
grupo social un poder estructural diferenciado, 
en ocasiones esencialmente negativo cuando 
consiste más en la capacidad de veto sobre las 
decisiones estatales que en la influencia positi-
va en la definición de las políticas públicas.

Las articulaciones entre el Estado y los empre-
sarios (público-privadas) presentan diversos 
grados de institucionalización, legalidad y visi-
bilidad. Según Castellani (2006) pueden recono-
cerse las siguientes:

L  Las prácticas institucionalizadas de articu-
lación son aquellas demandas que los em-
presarios dirigen al Estado, directa, formal 
y públicamente, a través de sus entidades 
corporativas y vías oficiales de comunicación 
(publicaciones periódicas de las corporacio-
nes, discursos en convenciones, congresos y 
demás eventos públicos, medios de comuni-
cación social, etc.).

L  Tomando en consideración elementos apor-
tados por Schneider (1995) es posible iden-
tificar también a la colaboración como un 
subtipo de práctica institucionalizada de 

articulación, en la cual burócratas y actores 
industriales comparten información, reci-
biendo estos últimos subsidios a cambio de 
incrementos en su desempeño.

L  Las prácticas de influencia directa sobre el 
Estado (lobby) son mecanismos de articula-
ción informales que ejercen los empresarios, 
directivos o corporaciones, y que tienden a 
mantener fuera del dominio público. En tér-
minos generales, si salen a la luz sucede a par-
tir de denuncias periodísticas o políticas.

L  Las prácticas de colonización de espacios de 
la administración pública involucran la co-
locación en puestos decisorios de personas 
comprometidas en la defensa de los intere-
ses empresariales. Pueden ser más o menos 
abiertas a la opinión pública, pero captarlas 
es metodológicamente posible investigando 
el origen social y trayectoria profesional de 
los funcionarios.

L  Las prácticas colusorias son aquellas por las 
cuales se establecen acuerdos entre los em-
presarios y el aparato estatal (o algún reducto 
de este) para garantizar a las empresas con-
diciones de operación de bajo riesgo que les 
permitan obtener beneficios monopolísticos. 
Normalmente se caracterizan por su opaci-
dad, si bien pueden ser identificadas a par-
tir de fuentes de información periodísticas 
o políticas, o directamente a través de testi-
monios de los involucrados u otros actores 
interesados en su difusión.

L  Por último, se encuentran mecanismos de 
articulación ilegales, esto es, prácticas de 
corrupción consistentes en sobornos de los 
empresarios a los funcionarios que garanti-
zan intervenciones estatales favorables a los 
intereses de los primeros. Como es evidente, 
dichas prácticas son secretas y por tanto difí-
ciles de investigar y demostrar, pero pueden 
ser eventualmente accesibles a través de de-
nuncias periodísticas, políticas o judiciales.

Huelga aclarar que las distinciones analíticas 
establecidas entre los distintos mecanismos de 
articulación público-privada, en la práctica sue-
len ocurrir conjuntamente y en diversas combi-
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naciones. Cabe, al mismo tiempo, destacar que 
el grado de visibilidad de las diversas prácticas 
favorecerá o complejizará su captación, y de 
ello dependerán las alternativas metodológicas 
disponibles para investigarlas. 

3. Propuesta de abordaje 
metodológico
Para el abordaje del problema de estudio desa-
rrollaremos una estrategia metodológica cua-
litativa a través del estudio del caso (Denzin y 
Lincoln, 2005; Yin, 2009) basado en las técnicas 
de análisis bibliográfico, análisis documental 
y entrevistas semi-estructuradas a informantes 
clave a partir de las cuales reconstruiremos el 
caso.

Nuestras fuentes de información principales 
consisten en estudios disponibles sobre el sec-
tor, documentos oficiales del Estado provincial, 
documentos institucionales de las entidades 
empresarias, sitios web de las empresas, prensa, 
funcionarios y exfuncionarios del gobierno pro-
vincial, directivos y/o empleados jerárquicos de 
las entidades empresarias, directivos y/o emplea-
dos jerárquicos de las empresas, y referentes del 
campo académico vinculados al sector local. 

La abundante información recolectada permiti-
rá reconstruir el caso en torno a las variables de 
análisis que surgen de nuestro marco concep-
tual y sintetizamos en la Tabla 1.

En una primera instancia identificaremos el 
surgimiento e instalación de la cuestión (Oszlak 
y O´Donnell, 1976) del desarrollo sectorial. Se-
gún los autores citados, la cuestión es un asunto 
socialmente problematizado, no cualquier de-
manda o necesidad de los integrantes de una so-
ciedad, sino aquellas que determinados grupos 
sociales o individuos estratégicamente situados 
consideran que es preciso atender y están en 
condiciones de promover su incorporación a la 
agenda pública. Ozslak y O´Donnell proponen 
encarar el estudio empírico de una cuestión ob-
servando: ¿quién y cómo problematiza un asun-
to?, ¿quién, cómo y cuándo logra convertirlo 
en cuestión?, ¿sobre la base de qué recursos y 

alianzas?, ¿con qué oposición?, ¿cuál es la de-
finición inicial de la cuestión? Según los auto-
res, “el examen de este ‘período de iniciación’ 
puede enriquecer nuestro conocimiento sobre 
el poder relativo de diversos actores, sus percep-
ciones e ideología, la naturaleza de sus recursos, 
su capacidad de movilización, sus alianzas y 
conflictos y sus estrategias de acción política” 
(Ozslak y O’Donnell, 1976, p. 564). 

Chibber (2003) ofrece una propuesta de aborda-
je complementaria y pertinente a los fines de 
seguir el derrotero de las políticas públicas que 
inciden en los fenómenos estudiados: consiste 
en el seguimiento del armado de las mismas. 
Mediante este procedimiento es posible cono-
cer las relaciones que se establecen en situa-
ciones determinadas entre las presiones de los 
grupos sociales y los cambios efectivos en las 
políticas públicas, y el modo en que se entre-
tejen las acciones de los distintos actores para 
dar lugar a configuraciones situadas espacial y 
temporalmente. 

4. Constitución de los actores, 
disputas por los recursos 
del Estado y tensiones en la 
articulación público-privada 

4.1. El contexto sectorial
La ciudad de Córdoba, uno de los principales 
centros urbanos y económicos de la Argentina, 
fue pionera en el desarrollo del sector de SSI en 
el país. En los años 80 comenzaron a aparecer 
pequeñas empresas de servicios informáticos, 
en su mayoría consultoras formadas por profe-
sionales independientes. En la década del 90, 
los cambios en el sistema nacional de telecomu-
nicaciones y la demanda de SSI que generaron, 
junto al tipo de cambio vigente, permitieron 
una renovación tecnológica en gran parte del 
espectro de altos consumidores de SSI locales. 
Con ello, la industria informática de Córdoba 
experimentó un crecimiento moderado que se 
profundizó a comienzos de la década siguiente 
a partir de diversas intervenciones de los acto-
res vinculados al sector. 
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Tabla 1. Variables, técnicas y fuentes

Tabla 1. Variables, técnicas y fuentes (continuación)

Fuente: Elaboración propia.

Variables 
complejas

Intervención 
estatal

Acción  y perfil 
empresario

Desempeño 
sectorial

Dimensiones

Intervenciones 
económicas

Intervenciones 
político-insti-

tucionales

Perfil estructural 
de las empresas

Acciones 
político-insti-

tucionales

Desempeño 
económico de las 

empresas

Categorías

Estratégicas
- No estratégicas

Estratégicas - No 
estratégicas 

Estratégicas - No 
estratégicas

Alto - Medio - 
Bajo

Indicadores

Contenido y 
destinatarios de 

las medidas

Destino y 
envergadura de 
las principales 
transferencias 

directas e 
indirectas de 

recursos públicos

Contenido y 
destinatarios de 

las medidas

Nuevos arreglos 
institucionales

Trayectoria de los 
arreglos 

institucionales 
específicos 
(cambios 

observados 
durante el 
periodo y 

proyección en el 
tiempo)

Recursos 
financieros 
gestionados

Vínculos con el 
sector privado y 

otros ámbitos del 
sector público 
(universidades)

Segmentos de 
actividad

Edad de las 
empresas

Origen del capital

Tamaño de las 
firmas (según 
cantidad de 
ocupados y 
facturación)

Vinculaciones 
con fines 

comerciales y 
productivos

Asociación 
institucional

Acciones de 
autopromoción

Vínculos con el 
sector público

Evolución de los 
indicadores 
económicos 
sectoriales: 

empleo, factura-
ción y exporta-

ciones

Evolución de los 
indicadores 
económicos 

macro para el 
sector: partici-

pación en el PBI 
geográfico, en el 
empleo a nivel 
provincial y en 
los indicadores 

sectoriales a nivel 
nacional

Técnicas de 
análisis

Análisis 
bibliográfico y 
documental 
Entrevistas

Análisis 
bibliográfico y 
documental

Análisis 
documental 
Entrevistas

Análisis 
bibliográfico y 
documental

Fuentes

Bibliografía 
Documentos 

oficiales
Prensa

Informantes 
clave

Bibliografía 
Documentos 

institucionales

Documentos 
institucionales        

Prensa
Informantes 

clave

Bibliografía 
Documentos 

oficiales
Prensa

Variables 
complejas

Dimensiones Categorías Indicadores Técnicas de 
análisis

Fuentes
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Tabla 1. Variables, técnicas y fuentes

Tabla 1. Variables, técnicas y fuentes (continuación)

Fuente: Elaboración propia.

Variables 
complejas

Intervención 
estatal

Acción  y perfil 
empresario

Desempeño 
sectorial

Dimensiones

Intervenciones 
económicas

Intervenciones 
político-insti-

tucionales

Perfil estructural 
de las empresas

Acciones 
político-insti-

tucionales

Desempeño 
económico de las 

empresas

Categorías

Estratégicas
- No estratégicas

Estratégicas - No 
estratégicas 

Estratégicas - No 
estratégicas

Alto - Medio - 
Bajo

Indicadores

Contenido y 
destinatarios de 

las medidas

Destino y 
envergadura de 
las principales 
transferencias 

directas e 
indirectas de 

recursos públicos

Contenido y 
destinatarios de 

las medidas

Nuevos arreglos 
institucionales

Trayectoria de los 
arreglos 

institucionales 
específicos 
(cambios 

observados 
durante el 
periodo y 

proyección en el 
tiempo)

Recursos 
financieros 
gestionados

Vínculos con el 
sector privado y 

otros ámbitos del 
sector público 
(universidades)

Segmentos de 
actividad

Edad de las 
empresas

Origen del capital

Tamaño de las 
firmas (según 
cantidad de 
ocupados y 
facturación)

Vinculaciones 
con fines 

comerciales y 
productivos

Asociación 
institucional

Acciones de 
autopromoción

Vínculos con el 
sector público

Evolución de los 
indicadores 
económicos 
sectoriales: 

empleo, factura-
ción y exporta-

ciones

Evolución de los 
indicadores 
económicos 

macro para el 
sector: partici-

pación en el PBI 
geográfico, en el 
empleo a nivel 
provincial y en 
los indicadores 

sectoriales a nivel 
nacional

Técnicas de 
análisis

Análisis 
bibliográfico y 
documental 
Entrevistas

Análisis 
bibliográfico y 
documental

Análisis 
documental 
Entrevistas

Análisis 
bibliográfico y 
documental

Fuentes

Bibliografía 
Documentos 

oficiales
Prensa

Informantes 
clave

Bibliografía 
Documentos 

institucionales

Documentos 
institucionales        

Prensa
Informantes 

clave

Bibliografía 
Documentos 

oficiales
Prensa

Variables 
complejas

Dimensiones Categorías Indicadores Técnicas de 
análisis

Fuentes

En el año 2000, la ciudad y la provincia de Córdoba 
se encontraban inmersas en la aguda crisis que afec-
taba a la economía nacional por esos años, sopor-
tando de modo particular la dinámica de profun-
dización del desempleo que se registraba en todo 
el país. En aquel momento, la tasa de desempleo 
local venía en aumento desde los últimos tres años 
y las proyecciones al respecto no eran alentadoras. 
En efecto, entre 2000 y 2001 el desempleo en la 
provincia pasó de 13,4% a 24,2% respectivamente4, 
y a principios de 2002 la tasa de desocupación del 
Gran Córdoba (25,3%) había crecido más de 4 pun-
tos sobre el promedio del resto de los aglomerados 
del país: 21,5% (EPH-INDEC).

En este contexto, a fines del año 2000 Motorola 
anunció su intención de radicar un Centro de De-
sarrollo de Software (CDS) en Argentina, cuya con-

4 Dato del 2000 (Instituto Nacional de Estadísticas y 
Censos de la República Argentina, 2000); dato del 2001 
(Dirección de Estadísticas y Censos de la Provincia de 
Córdoba, 2014).

creción dependería de los beneficios que ofrecie-
ran las ciudades interesadas en materia impositiva 
y disponibilidad de recursos humanos calificados. 

En la reconstrucción del proceso de crecimiento 
sectorial, distinguiremos los acontecimientos rela-
tivos a la conformación del subsector transnacio-
nal de los relativos a la expansión y consolidación 
del subsector local. De esta manera, pondremos en 
evidencia la mayor magnitud relativa del primero 
dado el carácter embrionario del segundo, y siem-
pre atravesados por la acción del Estado provincial.

En el próximo apartado reconstruimos en deta-
lle el proceso de radicación de Motorola, pues lo 
consideramos particularmente significativo en re-
lación con las estrategias y prácticas de los actores 
que protagonizaron uno de los acontecimientos 
iniciales determinantes en la expansión del sector. 
A nivel de empresas transnacionales, la posterior 
radicación del Intel en 2006, que también aborda-
mos, consolidó la senda de posicionamiento global 
del sector local.
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4.2. Conformación del subsector 
transnacional
Según Álvaro Ruiz de Mendarozqueta, primer 
CEO del Centro de Desarrollo de Motorola en 
Córdoba, la decisión de la empresa de radicarse 
en Argentina formó parte de la estrategia 
del Global Software Group de la empresa5. La 
estrategia consistía en no instalarse en las 
ciudades capitales o más grandes de los países 
escogidos por razones de costos, sino hacerlo en 
ciudades de mediana escala con disponibilidad 
de profesionales y un “ecosistema con potencial” 
(Borrastero, 26 de julio de 2013). En Argentina, las 
alternativas que Motorola consideraba eran dos: 
la ciudad de Córdoba, que ofrecía principalmente 
la presencia de seis universidades y un entorno 
urbano y natural propicio para la empresa; y 
la ciudad de Pilar en la Provincia de Buenos 
Aires, que ofrecía la cercanía con la Universidad 
Austral, con la Capital Federal y un entorno 
natural adecuado. Antes de la apertura efectiva 
del CDS y la asunción de Mendarozqueta como 
CEO –según él relata– quienes motorizaron 
fundamentalmente la negociación para la 
radicación de la empresa en Córdoba fueron:

L  Hugo Juri, entonces rector de la Universidad 
Nacional de Córdoba (UNC) (1998-2000).

L  Daniel Barraco, en aquel periodo docente 
de la Facultad de Matemática, Astronomía y 
Física (FaMAF) de la UNC y consejero por su 
estamento. En la FaMAF se dictan las carreras 
de computación más pobladas y con forma-
ción intensiva en Matemáticas, de particular 
interés para la empresa. 

L  Roberto Avalle, entonces Secretario de Indus-
tria de la Provincia.

Tanto Juri como Barraco y Avalle relatan en en-
trevistas que el proceso de negociación previo 
a la radicación entre las autoridades políticas 
de Córdoba y la empresa tuvo distintas etapas 
–no todas positivas para la concreción del pro-

5 En aquel momento, la división específicamente dedica-
da a la producción de software, con Centros de Desa-
rrollo en India, Singapur, China, Rusia, Polonia, Italia, 
Escocia, Canadá, EEUU, México y Australia.

yecto– que finalmente se superaron en virtud 
de la incidencia clave de distintos funcionarios 
y personalidades del ámbito local (Borrastero, 
16 de julio de 2013). La primera oportunidad de 
explorar la posibilidad de radicación surgió a 
través de contactos personales del entonces in-
tendente de la capital cordobesa Germán Kam-
merath con Motorola, a partir de su desempeño 
previo en la Secretaría de Comunicaciones de la 
Nación bajo el gobierno de Carlos Menem y su 
actividad privada como asesor político y empre-
sarial. Kammerath gestionó una visita de Moto-
rola a la ciudad, en la que se presentó únicamen-
te a las universidades privadas, que son las que 
menores capacidades presentan en términos de 
cantidad de recursos humanos y calidad de la 
formación, entornos de trabajo e infraestructu-
ra. La negociación fracasó y Motorola definió 
no radicarse en Córdoba. 

A partir de algunos contactos personales en 
EEUU, las autoridades de la UNC que antes 
mencionamos conocieron lo ocurrido y se diri-
gieron al entonces ministro de Producción de la 
Provincia, Juan Schiaretti. El ministro envió a su 
secretario de Industria, Roberto Avalle (ambos 
con una previa relación personal con el rector 
Hugo Juri) a una reunión para evaluar la posibi-
lidad de una nueva misión de Motorola, centra-
da en las capacidades de la región que habían 
desestimado en la primera visita de la empresa, 
principalmente las que provenían de las uni-
versidades públicas. A través de gestiones con 
Kammerath para contactar nuevamente a la em-
presa, se consiguió que un grupo de directivos 
intermedios de Motorola volviera a Córdoba en 
una nueva misión exploratoria. A partir de estos 
acontecimientos, el proceso de negociación si-
guió dos vías paralelas: 

L  Por un lado, la Universidad de Córdoba en-
cabezó las iniciativas destinadas a fortalecer 
la imagen de la ciudad como la plaza con las 
mejores condiciones en términos de recursos 
humanos, infraestructura urbana, tradición 
cultural e industrial y entorno natural. Se rea-
lizó una reunión técnica en el Consejo Supe-
rior de la UNC, a cargo del rector y el decano 
de la FaMAF, donde se presentaron diversos 
contenidos informativos y promocionales, y 
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se realizaron actividades de sensibilización. 
En estas instancias ya se habían incorporado 
los rectores de la Universidad Tecnológica 
Nacional –Regional Córdoba– y de la Univer-
sidad Católica de Córdoba (esta última vin-
culada al sector electrónico a partir de pro-
yectos propios). Las universidades asumieron 
públicamente su compromiso para la adecua-
ción gradual de la formación que brindaban a 
las necesidades de la empresa en las carreras 
afines. Motorola quedó conforme con la pre-
sentación y comunicó que volvería en una 
nueva misión encabezada por la cúpula mun-
dial de la compañía. 

L  Por otro lado, en el marco de la competencia 
aún no resuelta con la ciudad de Pilar por la 
radicación del CDS, el Gobierno de la Provin-
cia definió impulsar fuertemente la radica-
ción en la ciudad capital con el argumento 
público de la necesidad de generar puestos 
de trabajo6. En diciembre de 2000 el gober-
nador José Manuel De La Sota publicitó su 
intención de “mejorar cualquier oferta” para 
concretar la radicación (La Voz del Interior, 2 
de noviembre de 2010). Para ello se elaboró 
una propuesta básica de grandes beneficios 
financieros, impositivos y de infraestructura 
junto a la Municipalidad de Córdoba. 

Las dos vías que siguió el proceso de negocia-
ción corrían en paralelo, pero integradas, en el 
marco de una estrategia general conjunta enca-
bezada por la conducción del área de Industria 
de la Provincia y las autoridades participantes 
de la UNC. Dicha estrategia se centraba en la 
atracción de inversiones extranjeras en el sector 
tecnológico de Córdoba, en particular a través 
de la radicación en la ciudad capital de empre-
sas líderes en el ámbito del software y los servi-
cios informáticos y de telecomunicaciones. En 
relación con esta estrategia y la factibilidad de 
su concreción, en la investigación empírica re-
saltan particularmente los vínculos personales 
previos que mantenían entre sí los funcionarios 

6 En el marco del mismo tipo de políticas, el Gobierno pro-
vincial venía otorgando desde fines de la década pasada 
condiciones impositivas y financieras excepcionales a 
empresas internacionales de servicios de call center.

a cargo de las instituciones involucradas (aun 
estando vinculados a espacios políticos dis-
tintos y, en algunos casos, opositores). Dichos 
vínculos, junto al diagnóstico realizado por los 
referentes de las instituciones involucradas, po-
sibilitaron en una gran medida la evolución del 
curso de acontecimientos que cristalizó en la 
radicación de la empresa (Borrastero, 29 de julio 
de 2013).

A partir de las iniciativas mencionadas la insta-
lación de Motorola en Córdoba se transformó 
en “cuestión de Estado” (Borrastero, 12 de julio 
de 2013; 16 de julio de 2013; 29 julio de 2013), nu-
cleando a los rectores de todas las universidades 
locales y a la conducción del área de Industria 
del Gobierno provincial.

Como es de suponer, este proceso de agregación 
de intereses de las instituciones públicas invo-
lucradas, si bien resultó exitoso en el cumpli-
miento de su objetivo inicial, no estuvo exento 
de conflictos7. En el ámbito político, la propues-
ta generó un conflicto breve pero intenso con la 
oposición al Gobierno en la Legislatura Provin-
cial8. Sin embargo, el partido de gobierno conta-
ba con mayoría legislativa y sorteó las disputas 
políticas y mediáticas que se generaron en tor-
no a la radicación. Incluso desde el punto de vis-
ta de las autoridades universitarias involucradas 
en el proceso de radicación, y según la versión 
coincidente del CEO de Motorola, los beneficios 
económicos ofrecidos por el Gobierno resulta-
ban excesivos respecto a las supuestas necesida-
des y expectativas de la empresa. En el ámbito 
de las firmas locales, los dueños de la reducida 
población de PyMEs que existía en aquel mo-
mento se oponían tanto a la financiación de la 
radicación por parte del Estado provincial como 
a la radicación en sí misma, por la inequidad 
en la asignación de recursos públicos y por los 

7 En el ámbito universitario, la oposición al Rectorado 
cuestionó fuertemente la iniciativa en razón de los ries-
gos de mercantilización de la educación pública que 
para ellos implicaba el proyecto. 

8 Principalmente porque el convenio significaría para las 
cuentas de la Provincia una erogación de 14 millones de 
pesos (en ese entonces equivalentes a dólares) solo du-
rante los tres primeros años de vigencia.
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riesgos de captación de recursos humanos esca-
sos que implicaría. Esta visión se refleja en los 
medios de comunicación del momento, y es re-
conocida a su vez por los actores protagonistas 
(Borrastero, 8 de julio de 2013; 12 de julio de 2013; 
26 de julio de 2013; 29 de julio de 2013).

Finalmente, la tercera misión de Motorola acor-
dada con el Gobierno y las universidades se 
concretó pocos meses después de la anterior. 
Las negociaciones con la empresa prosperaron 
y a mediados de 2001 el CDS se inauguró en un 
edificio alquilado por la Municipalidad, donde 
comenzó a funcionar con unos 20 ingenieros 
cordobeses contratados bajo un programa de 
subsidios provinciales.

La Tabla 2 sintetiza las características del conve-
nio firmado con Motorola, según las responsa-
bilidades asumidas por cada actor-parte.

Algunos meses después de firmado este acuerdo, la 
Municipalidad renunció a sus responsabilidades 
aduciendo incapacidad económica, y la 
Provincia –como garante del contrato– debió 
asumirlas casi en su totalidad. En este marco, 
el Gobierno encaró nuevas negociaciones con 
Motorola que resultaron en la firma de un 
convenio de reformulación (Legislatura de la 
Provincia de Córdoba, Secretaría Legislativa, 
2001b): la Provincia construiría un edificio para 
250 personas en el mismo predio previsto en el 
primer acuerdo y donaría el terreno a la empresa; 
y la Municipalidad continuaría abonando 
el alquiler hasta 2006 o hasta la entrega del 
mencionado edificio. El resto de las cláusulas 
originales continuaba vigente. 

Pasados los años, muchos de los puntos más 
importantes del acuerdo no se cumplieron, 
como se observa en el cuadro de compromisos 

(Borrastero, 26 de julio de 2013). 

Tal como se observó en la Tabla 2, al momento 
de la radicación la Provincia otorgó a la empresa 
los beneficios impositivos contemplados en el 
Régimen de Promoción Industrial vigente. Para 
ello, el Gobierno declaró ese año a la produc-
ción y desarrollo de software como actividades 
industriales, lo que posibilitó su inclusión efec-
tiva en el Régimen (Resolución Nº 16/01 y luego 

Decreto Nº 2074/01 el Gobierno de la Provincia).  
A partir de estos antecedentes, todas las empre-
sas pertenecientes al sector estarían en condi-
ciones de acceder a los beneficios del Régimen. 

En 2006 se produjo otro acontecimiento de 
envergadura: el Gobierno acordó con la firma 
Intel Software Argentina la instalación de un 
CDS en la ciudad de Córdoba, que trabaja hasta 
la actualidad en el desarrollo de proyectos de 
alta complejidad sobre plataformas Intel. Dicho 
convenio ya no involucraba a la Municipalidad. 
Si bien Intel no tenía una presencia empresarial 
fuerte ni difundida en Córdoba hasta ese mo-
mento, venía desarrollando iniciativas acadé-
micas en el medio local que dieron lugar a la 
intención de radicar un CDS en la ciudad (Bo-
rrastero, 12 de julio de 2013), a partir de vínculos 
previos de directivos de Intel con espacios de 
investigación de las universidades locales (prin-
cipalmente la FaMAF de la UNC y la Universidad 
Católica).

A partir de un proceso similar al ocurrido con 
Motorola, aunque exento de conflictos con la 
intensidad de los antes relatados9, la firma y el 
Gobierno acordaron la radicación. 

El convenio con Intel contemplaba beneficios 
similares a los otorgados anteriormente a Mo-
torola, incluyendo aportes más importantes por 
parte de la empresa. Sus características y las atri-
buciones de las partes se observan en la Tabla 3.

Los actores protagónicos de esta radicación 
fueron los mismos que en el caso de Motorola, 
si bien algunos de los funcionarios ocupaban 
otros espacios institucionales10. Además de este 
tipo de continuidades, los cambios observados 
en el proceso de negociación con Intel que fa-
cilitaron la radicación se basaron en otros dos 
elementos: por un lado, el tiempo transcurrido 
desde la instalación de Motorola, un periodo 

9 A excepción de la cuestión de la radicación dentro del 
campus universitario, cuyo devenir fue idéntico.

10 El ex rector de la UNC ya no formaba parte de las auto-
ridades de la universidad, pero colaboró activamente en 
el proceso de radicación, y el docente y consejero de la 
FaMAF era ahora decano de la Facultad; el secretario de 
Industria de la Provincia continuaba en su cargo.
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Convenio Actores parte Compromisos Grado de 
cumplimiento

Provincia
/ Municipio / 

Motorola
JULIO 2001 

(Legislatura de la 
Provincia de 

Córdoba, 
Secretaría 

Legislativa, 2001a)

Provincia

Municipio

Empresa

• Subsidio por 9 años del 7.5% del costo anual por cada puesto 
de trabajo creado, hasta un total de U$S 10 millones.

• Entrega en comodato por 50 años de dos edificios a 
construir por la Municipalidad en predios del ex Batallón 141, 
libres de impuestos inmobiliarios.

• Exención por 10 años de los tributos contemplados por el 
régimen de promoción industriala

• Beneficios del Plan Primer Paso (PPP)b.

• Gestión para la reducción de tributos nacionales a la 
importación de bienes de capital.

• Gestión para la cooperación de las universidades de la 
Provincia en la formación de recursos humanos.

• Creación del Instituto Argentino de Calidad del Software.

• Rol de garante absoluto sobre las obligaciones de la Munici-
palidad.

• Compromiso de resguardar para la empresa la propiedad 
intelectual exclusiva de los desarrollos del CDS.

• Construcción de 2 edificios para 500 personas y 2 edificios 
accesorios para administración y servicios complementarios.

• Alquiler de 2 pisos en una torre céntrica de primera categoría 
hasta la entrega de los inmuebles definitivos, por U$S 9.000 
mensuales. En caso de incumplimiento en la entrega de los 
nuevos edificios, continuidad del alquiler, más gastos 
asociados y compensación a Motorola por U$S 6 millones por 
cada edificio no entregado.

• Eximición por 10 años de todas las contribuciones munici-
pales.

• Creación de 500 puestos de trabajo para ingenieros en 8 
años (hasta 2009)c.

• Inversión de U$S 17 millones en 8 años, sujeto al 
mantenimiento de las condiciones de negocio vigentes al 
momento de la radicación.

• Colaboración con las universidades locales.

TOTAL

NULO

TOTAL

TOTAL

ALTO

ALTO

NULO

TOTAL

TOTAL

NULO

BAJO

NULO

BAJO

Sin datos

BAJO

a. Ingresos brutos, impuesto inmobiliario urbano, impuesto a los sellos, y toda tasa futura sobre la actividad de este tipo de 
empresas.
b. Consistía en un subsidio a las empresas que contrataran a jóvenes de entre 16 y 25 años sin experiencia laboral, para trabajar 
un mínimo de 20 horas semanales por el monto de $300 mensuales, en concepto de beca.
c. La empresa podía crear más puestos por su cuenta, pero esta era la cobertura máxima del subsidio provincial.

Tabla 2. Compromisos entre Estado provincial, Municipio de Córdoba y Motorola

Fuente: elaboración propia, en base al contrato suscripto por las partes.
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productivo en términos de intervenciones es-
tatales y acciones empresarias que impulsaron 
un crecimiento incipiente pero ya perceptible 
en el sector a esa altura de los acontecimientos; 
y por otro lado, el aprendizaje generado a partir 
de la radicación de Motorola, cuestión en la que 
todos los entrevistados coinciden.

Desde el punto de vista de los entrevistados de 
Intel (ver más abajo), el proceso de radicación 
de esta firma fue menos conflictivo por moti-
vos que también incluyen el tipo de vinculación 
establecida entre la empresa y el medio local 
(como la contratación de profesionales senior, 
la continuidad de su inserción en el medio aca-
démico local y el desarrollo de proveedores lo-
cales) y aprendizajes posteriores a la radicación 
de Motorola (como la necesidad de generar 
políticas de Estado para hacer productivas las 
radicaciones, la articulación entre los diversos 
niveles de los Estados nacional y sub-nacional, 

la disposición a conceder las exigencias no eco-
nómicas de la empresa) (Borrastero, 23 de agos-
to de 2013).

Como se vio en la Tabla 3, y como se observa en 
las apreciaciones de los entrevistados, el grado 
de cumplimiento de los compromisos asumidos 
por las partes fue mayor en el caso del convenio 
con Intel que en el caso de Motorola.

4.3. Expansión y consolidación del 
subsector local
En este contexto general, algunos empresarios 
locales del sector de SSI que ya operaban en 
Córdoba decidieron asociarse con el objeto de 
fortalecer a las PyMEs. El grupo inicial estaba 
formado por los responsables de 10 empresas 
medianas desarrolladoras de software relati-
vamente importantes en el mercado cordobés, 

Convenio Actores parte Compromisos Grado de 
cumplimiento

Provincia / Intel
MARZO 2006 

(Legislatura de la 
Provincia de 

Córdoba, 
Secretaría 

Legislativa, 2006)

Provincia

Empresa

• Subsidio por 8 años del 7.5% del costo anual por puesto de 
trabajo (hasta 2014), y de $1.545.000 anuales durante 3 años 
para la compra de materiales y servicios.

• Construcción de un gran edificio a entregar en comodato 
por 50 años junto con el terreno. Hasta tanto, entrega de un 
inmueble provisorio y un monto máximo de U$S 9.000 
mensuales para alquilar espacio adicional. En caso de 
demoras en la construcción, extensión del alquiler más pago a 
Intel de multa diaria de U$S 100 y un monto máximo de U$S 
12.000 al mes para espacio adicional.

• Exención impositiva total por 10 años y gestión de la 
eximición de los impuestos municipales.

• Extensión de los beneficios presentes en caso de radicación 
de otro Centro de Intel.

• U$S 300.000 para constituir un Fondo de Estudios Avanza-
dos e Investigación (EAI).

• Compromiso de resguardar la propiedad intelectual 
exclusiva para la empresa de los desarrollos del CDS.

• Contratación de 430 personas en 5 años (hasta 2011).

• U$S 300.000 en efectivo para el Fondo EAI.

• U$S 120.000 para un Fondo de Becas Académicas para la 
finalización de licenciaturas y doctorados en campos afines.

TOTAL

MEDIO

TOTAL

Sin datos

TOTAL

TOTAL

BAJO

TOTAL

TOTAL

Tabla 3. Compromisos entre Estado provincial e Intel

Fuente: elaboración propia, en base al convenio suscripto por las partes.



Carina Borrastero

24         sociedad y economía No. 37, 2019 • pp. 8-32

que a comienzos de 2001 fundaron el Cluster 
Córdoba Technology (CCT). Ese mismo año, 
el CCT cofundó junto a las seis universidades 
de Córdoba11 el Instituto Tecnológico Córdoba 
(ITC), cuyo objetivo era potenciar la vinculación 
universidad-industria. Durante 2001 se formó 
también en Córdoba la Cámara de Industrias In-
formáticas, Electrónicas y de Comunicaciones 
del Centro de Argentina (CIIECCA), que nuclea 
principalmente a empresas de electrónica y a 
algunas de software. 

Pero el CCT es la organización empresaria 
que motorizó la mayoría de las iniciativas 
más importantes del sector privado para el 
fortalecimiento de la industria local de SSI, y 
fue durante muchos años –además de las ET– un 
interlocutor central del Gobierno en la definición 
de la política sectorial. Entre las principales 
acciones específicas del Cluster a lo largo de su 
trayectoria durante este periodo se destacan las 
orientadas al desarrollo del mercado exportador. 

En 2004, la Provincia lanzó el Programa de De-
sarrollo de Cadenas Productivas y definió a la 
cadena de Tecnologías de Información y Comu-
nicación (TIC) como una de las principales. Se 
trataba de un convenio interinstitucional, del 
que participaban la Agencia Córdoba Ciencia, el 
Ministerio de Producción y Trabajo de la Provin-
cia, la Agencia para el Desarrollo Económico de 
la ciudad de Córdoba (ADEC)12, la Subsecretaría 
de Desarrollo Económico de la Municipalidad 
de Córdoba y la Cámara de Comercio Exterior 
de Córdoba, con financiación parcial del Banco 
Interamericano de Desarrollo. El Programa se 
dedicaba a la asistencia técnica a grupos asocia-
tivos de PyMEs para fortalecer la cooperación y 
facilitar el acceso a tecnologías y a mercados lo-
cales e internacionales. El presupuesto de la ca-
dena TIC estaba destinado especialmente a las 
empresas asociadas al CCT y/o a la CIIECCA que 
fabricaban software y/o hardware. Ello supuso 
una mayor disponibilidad de recursos económi-

11 Entre ellas, las públicas son: UNC, Universidad Tecnoló-
gica Nacional (UTN), e Instituto Universitario Aeronáu-
tico; y las privadas son: Universidad Católica, Blas Pascal 
y Universidad Empresarial Siglo XXI.

12  Ver www.adec.org.ar. 

cos e institucionales en favor de las empresas 
locales de software cuyas necesidades comenza-
ban gradualmente a ser consideradas por parte 
del Estado provincial. 

Por su parte, como iniciativa del CCT se creó en 
2006 el Córdoba Software Factory (CSF), un con-
sorcio de fabricación y exportación de software 
y de asistencia para la producción bajo normas 
CMM y la certificación internacional de calidad, 
que reunía a 11 de las empresas líderes locales, de 
mediano y gran tamaño. Además de su actividad 
específica, el CSF era uno de los principales gru-
pos de lobby sobre el gobierno provincial para el 
desarrollo de planes de “compre Córdoba” favora-
bles al sector local. La iniciativa recibió ayuda del 
Programa de Cadenas Productivas de la Provincia.

Según relata un integrante histórico del CCT, 
fue durante estos años que la relación entre el 
Cluster y el Gobierno se profundizó aun más 
(Borrastero, 3 de octubre de 2013).

De manera que, al año 2006, el sector estaba 
ya conformado por una diversidad de actores, 
como se observa en la Figura 1.

4.4. Desempeño del sector de SSI de 
Córdoba en el periodo de análisis
En cuanto al desempeño sectorial, los datos de 
demografía empresaria muestran con contun-
dencia la expansión del sector en estos años. En 
2001 se registraban unas 30 empresas operando 
(Informe de ADEC, marzo de 2002), en su mayo-
ría PyMEs con un nivel medio de desarrollo tec-
nológico, algunas de ellas exportadoras (Pujol, 
2006, p. 3; López, Ramos y Starobinsky, 2009, p. 
40). Este incipiente tejido de empresas locales 
se desarrolló como producto de la presencia, ya 
desde las décadas anteriores, de pequeñas em-
presas y profesionales independientes vincula-
dos a las telecomunicaciones y a la ingeniería 
de sistemas, como se mencionó más arriba. Si 
bien el salto estuvo en estrecha relación con la 
instalación de Motorola, no se trató de un pro-
ceso de surgimiento de spin offs sino de catali-
zación de capacidades locales ya existentes.

Para el año 2006, las firmas cordobesas ya par-
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ticipaban con un 5,9% en la distribución terri-
torial del sector de SSI argentino (CESSI, 2007). 

Con respecto a los puestos de trabajo, el creci-
miento fue considerable: en 2001, el sector local 
de informática junto al de electrónica emplea-
ban en total a unas 800 personas, cifra que as-
cendió a 10.000 para 2008. 

Si tomamos en cuenta la participación de los 
diversos tipos de actores en la generación de 
empleo, los datos de desempeño se vuelven es-
pecialmente significativos entre las empresas 
pertenecientes al CCT. La cantidad de empresas 
asociadas aumentó de 10 en 2001 a 96 en 2007 
(López et al., 2009, p. 41).

En cuanto al empleo de recursos humanos 
calificados, la cantidad de técnicos e ingenie-
ros contratados por las empresas del Cluster 
creció de 180 a 3.000 entre 2001 y 2006 (López 
et al., 2009, p. 41).

Los datos de facturación también muestran 
avances considerables: en 2003, el total fac-
turado fue de U$S 27,5 millones, y pasó a U$S 

32 millones en 2006 (López et al., 2009, p. 
41)13. 

Las operaciones de exportación crecieron a 
un ritmo mayor entre 2003 y 2007, pasando 
de U$S 2,2 millones a U$S 14,7 millones res-
pectivamente (López et al., 2009, p. 41). Di-
chas operaciones representaron un 8% de la 
facturación de 2003, y un 42% en 2007 (López 
et al., 2009, p. 41) sobre un total de ventas de 
U$S 70 millones. 

En relación a los datos de desempeño de las 
empresas del CCT, es relevante destacar que se 
trata en su totalidad de empresas inscriptas y 
con trabajadores registrados –ambos requisitos 
para pertenecer a la asociación– considerando 

13 En rigor, cabe considerar algunas diferencias impor-
tantes sobre este punto en los datos disponibles en 
distintas fuentes, ya que los valores se duplican en dos 
casos: para 2006 el CCT calculó una facturación de U$S 
56 millones, y para 2007 el informe de Infobae estimó 
un total de U$S 70 millones. Para mantener cierta ho-
mogeneidad en los parámetros de evolución interanual, 
decidimos también aquí tomar únicamente los datos de 
las fuentes más reconocidas.

Figura 1. Mapa de actores del sector de SSI de Córdoba (2001-2006)

Fuente: elaboración propia.

Estado 
provincial

Estado 
provincial

Banco de 
Córdoba

ITC

Empresas 
locales

Empresas 
extranjeras

Motorola

CCT

Intel

Sector SSI
Córdoba

Referencias

Vínculos institucionales

Vínculos Financieros



Carina Borrastero

26         sociedad y economía No. 37, 2019 • pp. 8-32

que abarcan el 80% del sector local. En efecto, 
durante la fuerte emergencia del sector local 
a partir de 2001 se observó que muchas em-
presas pasaron de ser simples sociedades de 
hecho a sociedades anónimas (Pujol, 2006).

A nivel provincial, tanto el Valor Bruto de 
Producción (VBP) como el Valor Agregado 
(VA) para el sector han crecido en forma cons-
tante desde el año 2000, con una caída fuer-
te pero breve entre 2002 y 2003. Como pro-
porción del Producto Bruto Geográfico de la 
Provincia de Córdoba (PBG), la participación 
del sector de SSI se ha mantenido en torno al 
0,2%14, lo que indica que, si bien el crecimien-
to sectorial fue intenso, la matriz productiva 
de la Provincia no se modificó, tal como pue-
de inferirse de la Tabla 4, a continuación. 

5. Intervención estatal y acción 
empresaria en la construcción 
de las bases del crecimiento del 
sector de SSI de Córdoba
Según muestra la reconstrucción diacrónica de 
la evolución sectorial en el periodo analizado 
es preciso señalar, en primer término, que los 
acontecimientos que marcaron inicialmente 
la expansión sectorial tuvieron lugar en el 
marco de una estrategia político-económica 
general del Gobierno de la Provincia centrada 
en la necesidad de combatir el desempleo. La 

14 PBG Provincial a dos dígitos y Cuenta de Inversión de la 
Provincia. Disponibles en www.cba.gov.ar. 

estrategia inicial del Gobierno de Córdoba 
se basó principalmente en la atracción de 
inversiones extranjeras en sectores de servicios 
con ventajas comparativas en la región, 
como telecomunicaciones, electrónica e 
informática (ventajas basadas principalmente 
en infraestructura y disponibilidad de recursos 
humanos calificados). En este sentido, si bien 
la crisis económica en la que se encontraba 
el país en aquellos años constituyó una 
oportunidad coyuntural a aprovechar, las 
limitaciones estructurales de un Estado 
provincial desfinanciado operaron en dirección 
a privilegiar en primera instancia al sector 
trasnacional por sobre las PyMEs locales, 
ofreciendo mano de obra formada –actual y 
potencial– a bajo costo en dólares, a la par 
de la concesión de importantes beneficios 
económicos para las ET, provenientes del erario 
público. 

La fuerte devaluación monetaria que registró 
el país en 2002 y marcó un salto del sector a 
nivel nacional, aún no se había producido y el 
sector de SSI argentino no mostraba todavía 
tendencias visibles al crecimiento (más allá 
del desarrollo general de la infraestructura de 
telecomunicaciones y la mayor disponibilidad 
de profesionales formados en el área que ya 
señalamos). En este sentido, cabe reconocer el 
carácter estratégico que asumió la IE del Estado 
provincial orientada al desarrollo de este sector 
productivo cuando las condiciones de posibili-
dad para ello eran aún ciertamente limitadas.

En consonancia con la estrategia político-
económica desplegada, el Estado provincial 

Indicador
2000
2001
2002
2003
2004
2005
2006

VBP*
40.208
42.534
46.350
39.113
49.830
50.893
51.924

PBG*
21.433.000
20.640.000
19.818.000
20.625.000
21.235.000
23.744.000
24.870.000

VBP / PBG (%)
0,19
0,20
0,23
0,19
0,23
0,21
0,20

VA*
25.936
27.436
29.897
25.229
32.142
32.827
33.493

* En miles de pesos constantes de 1993, a precios de productor.

Tabla 4. Evolución de la participación del sector informático en el PBG de la Provincia de Córdoba. 2000 – 2006

Fuente: elaboración propia, en base a datos del PBG provincial a dos dígitos y la Cuenta de Inversión de la Provincia.
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realizó durante los primeros años del periodo una 
serie de intervenciones político-institucionales 
dirigidas a establecer arreglos institucionales 
propicios para la radicación de ET: principalmente 
articulaciones con las universidades locales, 
con otros espacios de gobierno como la 
Municipalidad de Córdoba, y reformas al interior 
del aparato estatal de mediana envergadura pero 
significativas para el proceso encarado (como 
la resolución de considerar a la producción del 
sector de SSI como actividad industrial). 

Las intervenciones económicas del Estado pro-
vincial estuvieron destinadas principalmente a 
la fracción transnacional del capital privado del 
sector, si bien hacia mediados de esta etapa las 
PyMEs comenzaron a recibir apoyo financiero 
estatal. 

Específicamente en relación con la dimensión 
interna de la calidad de las intervenciones esta-
tales, observamos: 

a. Que se desarrollaron las capacidades admi-
nistrativas de las agencias estatales involucra-
das, que permitió la convergencia necesaria 
a los fines de efectivizar las políticas diseña-
das, en el marco de una finalidad común y 
una racionalidad estratégicamente orientada 
al crecimiento del sector (Secretaría de Indus-
tria, Legislatura provincial).

b. Que el Estado dispuso los recursos financie-
ros, organizacionales y técnicos necesarios 
para el desarrollo de distintas acciones de 
promoción, financiando la realización de las 
actividades de articulación e inyectando fon-
dos en las empresas. 

En relación con la dimensión externa de las in-
tervenciones estatales, advertimos: 

a. Que fue alto el grado de connivencia alcanza-
do entre el Estado y los empresarios en fun-
ción de la estrategia de crecimiento sectorial 
definida conjuntamente, aun en el marco de 
condicionamientos que en principio no ga-
rantizaban una articulación virtuosa. Por un 
lado, la inexperiencia previa de los actores lo-
cales involucrados en la promoción del sec-
tor. Por otro lado, la disputa por los recursos 

del Estado entre el empresariado transnacio-
nal y el empresariado PyME. La connivencia 
identificada en el contexto que describimos 
da cuenta de la generación de una activa di-
námica autonomía-enraizamiento, asentada 
en este caso sobre dos pilares: la continuidad 
política del grupo en el Gobierno a lo largo 
del periodo, y un tipo de enraizamiento en el 
sector productivo que, si bien no existía pre-
viamente, tuvo lugar con relativa celeridad 
en virtud de la asunción por parte del Esta-
do de las demandas del empresariado PyME 
(desestimadas durante los primeros años de 
esta etapa). 

b. Que fue alto también el grado de conniven-
cia alcanzado entre el Estado provincial y las 
instituciones públicas y privadas no pertene-
cientes al empresariado, involucradas en las 
estrategias de promoción sectorial, como las 
universidades nacionales localizadas en la 
ciudad (centralmente la UNC). 

c. Que el grado de reciprocidad alcanzado entre 
las IE y la AE fue diverso en el caso de las 
PyMEs y en el caso de las ET. En el caso de las 
PyMEs no fueron necesarias intervenciones 
estatales dirigidas al disciplinamiento del 
empresariado, dada la impronta colaborativa 
del proceso de articulación y el carácter inci-
piente de las políticas sectoriales diseñadas. 
En cuanto a las ET, es claro que el grado de 
reciprocidad alcanzado fue mucho menor, 
en una asimetría favorable a estas últimas y 
desventajosa para el Estado. En tal sentido, 
es importante recordar que en las ocasiones 
de incumplimiento de los acuerdos por parte 
de estas empresas, el Estado no realizó inter-
venciones dirigidas a su disciplinamiento. En 
este plano la calidad de las IE se vio dismi-
nuida, aunque sin afectar de manera deter-
minante el curso de los acontecimientos que 
finalmente marcaron el crecimiento efectivo 
del sector durante estos años. 

La acción empresaria (AE) institucionalizada fue 
protagonizada por las PyMEs, principalmente 
en términos de la instalación pública de las de-
mandas del empresariado local y sus estrategias 
de influencia en la definición de las políticas 
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públicas a partir de acciones corporativas. La 
instalación de las demandas se dio primero al 
interior del propio empresariado, que generó a 
partir de ello nuevas instituciones representa-
tivas. Y luego a través de los medios de comu-
nicación masiva y del diálogo directo con los 
funcionarios del Gobierno provincial. Durante 
este periodo inicial, la AE de las PyMEs locales 
se orientó principalmente al establecimiento de 
arreglos institucionales en articulación con el 
Estado, que dieran lugar a una participación ac-
tiva y regular del empresariado en la definición 
de la política sectorial. Si bien el proceso de 
articulación fue finalmente exitoso, el empre-
sariado local sostuvo durante un tiempo con-
siderable demandas no respondidas por el Es-
tado relacionadas con la obtención de recursos 
financieros para el sostenimiento y crecimiento 
de sus empresas. En este sentido, dicha fracción 
del empresariado se mostró muy activa y homo-
génea en la disputa por los recursos del Estado 
ante los actores empresarios transnacionales 
que también pugnaban por ellos. Consideramos 
que esta característica de la acción empresaria 
involucró un componente estratégico de rele-
vancia y procesos de aprendizaje institucional 
significativos: la contundencia y la perseveran-
cia en las demandas dirigidas al Estado duran-
te este periodo, partiendo de una capacidad de 
presión muy reducida, dieron como resultado la 
asunción de responsabilidades específicas hacia 
el sector, por parte de un Estado en un principio 
menos permeable a sus demandas. En este sen-
tido, podríamos decir que el empresariado ope-
ró como activador de las capacidades y poderes 
de un Estado provincial que a su vez consiguió 
superar con éxito algunas de las vulnerabilida-
des que lo caracterizaban, en dirección al creci-
miento del sector. 

En el caso de las ET, primaron las prácticas de 
influencia directa e individual como vías de arti-
culación con el Estado, obteniendo importantes 
beneficios con independencia de la acción del 
resto de los actores del empresariado.

En ambos casos, la mayoría de las decisiones 
relevantes surgidas de las negociaciones fueron 
refrendadas legalmente a partir de la sanción de 
decretos y leyes por parte del Poder Ejecutivo y 

la Legislatura provincial. Ello da cuenta de una 
paulatina aunque aún débil institucionaliza-
ción de los resultados de las articulaciones, que 
se dio principalmente en favor de las ET (recor-
demos sobretodo la sanción con fuerza de ley 
de los contratos establecidos con estas últimas). 

Las tensiones generadas al interior del empresa-
riado, en función del contraste entre la orienta-
ción hacia las ET de las primeras intervenciones 
del Estado provincial y la acción de los peque-
ños y medianos empresarios, fueron uno de los 
rasgos característicos de este periodo. Dicho 
conflicto evidencia, a su vez, la heterogeneidad 
de intereses existente, durante los primeros 
años de este periodo, entre ambas fracciones 
empresarias. Hacia mediados de esta etapa, una 
vez obtenida la atención del Estado hacia el em-
presariado PyME, los conflictos manifiestos en 
este sentido se diluyeron (de ello da cuenta es-
pecialmente la serenidad en la que transcurrió 
la radicación de Intel). Esto último manifiesta 
un proceso de agregación de intereses costoso 
aunque finalmente exitoso al interior del con-
junto del empresariado.

Las políticas demandadas y finalmente imple-
mentadas se dirigieron centralmente a la absor-
ción de los costos laborales y de infraestructu-
ra de las empresas. En este sentido, y dadas las 
diferencias de orientación y envergadura del 
capital público transferido a las dos fracciones 
del empresariado, podemos afirmar que durante 
este periodo las IE locales generaron condicio-
nes de posibilidad para la generación de rentas 
de privilegio entre las ET. 

En suma, se trató de una etapa de construcción 
del sector, marcada por: 

L  La constitución de sus actores protagonistas 
y la definición de sus roles.

L  Intervenciones estatales y acciones empresa-
rias de relevancia en torno a la cuestión del 
crecimiento sectorial. Canalizadas a través de 
intensas articulaciones público-privadas, que 
en ocasiones dieron lugar a distintos tipos 
de conflictos, pero los resolvieron oportuna-
mente y en términos generales produjeron 
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externalidades positivas para el crecimiento 
sectorial. 

L  El advenimiento de efectos no previstos de 
articulaciones público-privadas que en prin-
cipio aparecían como espurias, pero final-
mente tuvieron un peso relevante en la serie 
de acontecimientos provechosos para el cre-
cimiento del sector.

6. Conclusiones
En este trabajo se planteó el objetivo de anali-
zar la incidencia de las estrategias relacionales 
del Estado provincial y los empresarios en la 
configuración de un nuevo sector industrial, a 
través del estudio del caso del sector de Softwa-
re y Servicios Informáticos de Córdoba, Argenti-
na, a partir del año 2000. 

En esta dirección, partimos de la hipótesis de 
que la articulación entre intervenciones estata-
les de calidad y un comportamiento del empre-
sariado local orientado hacia los objetivos de 
crecimiento sectorial, con altos grados de en-
raizamiento y reciprocidad en el vínculo Esta-
do-PyMEs, habilitaron el creciente dinamismo 
del sector estudiado durante los años 2000. 

La hipótesis resultó corroborada a través del aná-
lisis empírico. En las secciones de resultados del 
artículo mostramos cómo la intervención del Es-
tado Provincial en el sector de SSI local se centró 
principalmente en la conformación de arreglos 
institucionales destinados a canalizar la partici-
pación activa del empresariado en la definición 
e implementación de las políticas sectoriales, lo 

que contribuyó a fortalecer la eficiencia de las 
políticas. Las intervenciones fueron encabezadas 
por espacios estatales específicos, permeables a 
las demandas del sector privado, instaladas a par-
tir de: a) acciones empresarias caracterizadas por 
estrategias de influencia pero también de parti-
cipación activa en la formulación de propuestas 
de políticas sectoriales; b) un proceso exitoso 
de agregación de intereses; y c) repertorios de 
acción orientados prioritariamente al estableci-
miento de prácticas institucionalizadas de articu-
lación (entre sí y con el Estado) centradas en la 
colaboración, y en menor medida conformados 
por prácticas de colonización de espacios de la 
administración pública, con resultados virtuosos 
en ambos casos.

En suma, a través del análisis del caso del sec-
tor de SSI de Córdoba observamos que las ca-
racterísticas sobresalientes de este ciclo de 
construcción de un nuevo perfil estructural del 
sector estudiado, dan cuenta de la no imposi-
ción unilateral de la voluntad de ninguno de 
los actores en cuanto a las direcciones a seguir, 
sino de la naturaleza relacional de la acción de 
cada uno y sus resultados, en el marco de deter-
minados factores estructurales y coyunturales. 
Entre ellos, se destacan los relativos al contexto 
económico y político en que se desenvolvieron 
los acontecimientos, y los relativos al horizonte 
cognitivo de los actores en cuestión. Ambos fac-
tores interaccionaron de modo particular en la 
historia del sector y tuvieron como emergentes 
decisivos la generación de políticas y acciones 
conjuntas con incidencia positiva sobre su cre-
cimiento económico.
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